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FUNDAMENTOS

El  Artículo  16  de  la  Constitución 
Nacional  establece  la  “condición  de  idoneidad”  para  ser 
admitido en el empleo público. Es de destacar que el artículo 
se refiere a la igualdad ante la Ley y se opone a cualquier 
forma de discriminación o prerrogativas para el acceso a los 
cargos públicos pero deja sentado el requisito imprescindible 
de  la  idoneidad.  La  Constitución  de  Río  Negro  recoge  ese 
principio  y  lo  plasma  en  su  Artículo  51°  agregando  la 
condición de idoneidad no solo para el acceso sino también 
para la permanencia en los cargos públicos.

Cabe aquí reflexionar sobre el concepto 
de la idoneidad. Según el diccionario de la Real Academia de 
la Lengua Española, idoneidad significa: “cualidad de idóneo” 
y cita como sinónimos “aptitud y competencia”. El principio de 
idoneidad para los cargos públicos puede considerarse también 
como  la  “capacidad”  “aptitud”,  “buena  disposición”  para  el 
logro de un fin determinado o un propósito específico. Define 
así los requisitos o “facultades” para el desempeño de ese 
cargo.

La idoneidad, debe interpretarse en su 
acepción más amplia y no en la restringida usual que sólo la 
vincula  con  la  capacitación  profesional,  educativa  o  la 
experiencia y por el contrario debe además de las mismas, 
considerar todas las aptitudes y mucho más aún cuando se trata 
de  cargos  jerárquicos  con  poder  de  decisión,  designados  o 
electivos  en  los  tres  poderes  del  Estado:  equilibrio 
emocional, independencia de criterio, libertad de presiones 
externas  en  la  toma  de  decisiones,  habilidad  moral, 
responsabilidad, conducta ética, probidad, sensatez y sentido 
común.  Podríamos  resumir  varias  de  estas  aptitudes  en  el 
concepto de “libre albedrío” entendido como “la capacidad del 
ser humano en tomar sus propias decisiones en forma autónoma 
eligiendo  entre  distintas  alternativas  asumiendo  la 
responsabilidad  por  las  mismas  sin  estar  condicionado  de 
forma alguna”. 

Vivimos  en  un  mundo  atravesado  por  el 
flagelo de las drogas, el principal negocio en el mundo junto 
al tráfico de armas. Los grandes cárteles de las drogas son 
“empresas” ilegales y delictivas multinacionales que mueven 
sumas  de  dinero  descomunales,  cuentan  con  enorme 
infraestructura,  poseen  verdaderos  ejércitos  privados  y 
corrompen, amenazan y asesinan a policías, fiscales, jueces y 
dirigentes  políticos  en  el  mundo  entero.  El  consumo  de 
distintas  drogas  se  ha  extendido  en  nuestra  sociedad  sin 
distinción de género, edades ni clases sociales y es uno de 
los más graves problemas que enfrentamos. La adicción y la 
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necesidad  compulsiva  de  adquirir  drogas,  sean  marihuana, 
cocaína, estupefacientes y otras introduce a muchos jóvenes en 
la violencia y lleva a muchos otros ciudadanos a tratar de 
conseguir dinero por cualquier medio, a endeudarse y a ser 
dependientes de sus proveedores clandestinos. El consumo de 
drogas y la adicción a las mismas implica una dependencia y 
pérdida de autonomía personal.

No  se  trata  aquí  de  estigmatizar  ni 
vulnerar derechos personales ni juzgar la intimidad de cada 
uno sino de evaluar si ese consumo y la adicción a las drogas 
implica una limitación grave a la idoneidad para el ejercicio 
de los cargos públicos de alto poder de decisión afectando a 
la  sociedad  en  su  conjunto.  No  hacemos  consideraciones  de 
índole moral sino que procuramos definir si la adicción al 
consumo puede dañar la capacidad de los funcionarios de los 
tres poderes del Estado y si no los coloca, además  de sus 
consecuencias subjetivas de equilibrio y responsabilidad, en 
un estado de vulnerabilidad frente a las presiones que impida 
o lesione su “libre albedrío”. No pretendemos abrir juicio 
sobre la vida privada de los funcionarios ni preconizar “caza 
de brujas” alguna, porque reconocemos que la adicción es una 
patología que debe ser tratada, sino sólo de considerar si el 
consumo de drogas no afecta su actividad pública.  Ni siquiera 
pretendemos referirnos al “ejemplo” frente a la sociedad, tema 
no menor ya que si no hay consumo no hay “negocio”, sino, con 
mero carácter preventivo, a la legítima preocupación por el 
libre y responsable ejercicio de la función.

Consideramos  que  enfatizando  en  el 
carácter preventivo antes mencionado debe instrumentarse la 
obligatoriedad de cada funcionario público de los tres poderes 
del  Estado  (Gobernador  y  Vicegobernador,  Ministros, 
Secretarios de Estado, Secretarios y Subsecretarios, titulares 
de Empresas Públicas y Entes Autárquicos, Fiscal de Estado, 
Jefe y Subjefe y personal superior de Policía, titular del 
Servicio  Penitenciario  Provincial;  miembros  del  Superior 
Tribunal de Justicia, Jueces, Fiscales, Defensores Públicos, 
Secretarios  de  Juzgado;  Legisladores  y  Secretarios  de  la 
Legislatura, Defensor del Pueblo Titular y Adjunto y miembros 
del  Tribunal  de  Cuentas)  de  someterse  a  un  examen  anual 
aleatorio y por muestreo, de consumo de drogas problemáticas 
con todas las previsiones que sean (contrapruebas y eventuales 
descargos) y que si se confirma ese consumo se incluya el 
mismo en las distintas formas de inhabilidad para el ejercicio 
de la función pública. 

Asimismo debe preverse y garantizarse la 
defensa del funcionario involucrado ante el resultado positivo 
con otro examen para actuar como testigo o “contraprueba”. De 
confirmarse  el  resultado  positivo  se  comenzará  un  proceso 
confidencial y se iniciarán los procesos que constitucional y 
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legalmente correspondan en cada Poder para la separación del 
cargo.

Estamos tratando un asunto delicado y de 
alto contenido polémico. Somos conscientes de la complejidad y 
las potenciales consecuencias de una norma como esta y por 
ello consideramos que los procedimientos deben garantizar la 
más  absoluta  confidencialidad  previa  y  posterior,  así  como 
mecanismos totalmente aleatorios de selección de funcionarios 
que deban someterse al examen y de las fechas en que deban 
hacerlo, sólo producto de la aplicación del azar y a resguardo 
de cualquier “fuga de información previa” o de manipulación 
intencionada  sea  para  favorecer  o  perjudicar  de  acuerdo  a 
conveniencias  parciales  y  espurias.   La  Ley  debe  evitar 
cualquier  tipo  de  operaciones  ajenas  a  la  finalidad  y  el 
espíritu de la misma. En este sentido consideramos que la 
Defensoría del Pueblo por su equidistancia de los Poderes del 
Estado  es  el  organismo  más  adecuado  para  organizar  y 
fiscalizar  todo  el  procedimiento  con  las  más  amplias 
garantías, con asesoramiento técnico del Ministerio de Salud y 
apoyo de la Escribanía General de Gobierno. 

Consideramos como un valioso antecedente 
a  este  Proyecto  el  que  presentara  la  Legisladora  Yolanda 
Mansilla,  considerando  que  en  varios  aspectos  este  resulta 
superador.

Por ello:

Autoría: Fernando Frugoni.
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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y

  

Artículo 1°.- Establecese  la  obligatoriedad  de  todos  los 
funcionarios  públicos  de  los  tres  poderes  del  Estado 
rionegrino a someterse a un examen toxicológico con el fin de 
detectar si han consumido drogas o sustancias psicoactivas que 
pudieran afectar su idoneidad para el desempeño de la función. 

Artículo 2°.- Los  funcionarios  alcanzados  por  la  presente 
norma serán:

• Poder  Ejecutivo:  Gobernador,  Vicegobernador, 
Ministros,  Secretarios  de  Estado,  Secretarios, 
Subsecretarios,  Presidentes  de  Entes  Autárquicos, 
Presidentes  de  Empresas  Públicas,  Fiscal  de  Estado 
Titular y Adjunto, Jefe, Subjefe y Personal Superior 
de la Policía de Río Negro.

• Poder  Legislativo:  Legisladores,  Secretarios 
Parlamentario  y  Administrativo,  Fiscal  de 
Investigaciones  Administrativas,  Defensor  del  Pueblo 
Titular  y  Adjunto  e  integrantes  del  Tribunal  de 
Cuentas.

• Poder  Judicial:  Miembros  del  Superior  Tribunal  de 
Justicia,  Jueces,  Fiscal  General,  Fiscales  y 
Defensores Públicos.

Artículo 3°.- Los  Exámenes  Toxicológicos  se  efectuarán 
anualmente, en dos oportunidades semestrales y por muestreo 
aleatorio a veinte funcionarios del Poder Ejecutivo, a diez 
del Poder Legislativo y a diez del Poder Judicial en cada una.

Artículo 4°.- La  Defensoría  del  Pueblo,  con  asesoramiento 
técnico del Ministerio de Salud será la institución encargada 
de  los  Exámenes,  efectuará  el  sorteo  para  nominar  los 
funcionarios que deberán someterse a los mismos, determinará 
las fechas de realización, las que serán comunicadas a los 
funcionarios  con  la  mínima  antelación  posible  a  fin  de 
garantizar su carácter sorpresivo y llevará adelante todas las 
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demás instancias. La Escribanía General de Gobierno redactará 
y rubricará las Actas de todas las actuaciones. Dichas Actas 
serán secretas y todo el procedimiento anterior a la instancia 
final  deberá  estar  rodeado  de  la  más  absoluta 
confidencialidad.

Artículo 5°.- Cuando un  Examen arroje resultado positivo a 
sustancias  psicoactivas  prohibidas  no  prescriptas  por  un 
profesional médico por motivos de salud, deberá recurrirse a 
la  contraprueba  correspondiente.  Confirmado  el  mismo  la 
Defensoría del Pueblo lo comunicará de inmediato al titular 
del Poder respectivo que deberá iniciar las acciones previstas 
constitucionalmente para la remoción del cargo.

Artículo 6°.- En  el  caso  que  el  Examen  toxicológico  del 
Gobernador,  el  Vicegobernador  y  el  Presidente  del  Tribunal 
Superior  de  Justicia,  cumplidas  todas  las  instancias  y 
garantías  arrojaran  resultado  definitivo  positivo,  se  hará 
público el mismo.

Artículo 7°.- Los gastos que demande la implementación de la 
presente serán solventados por la Defensoría del Pueblo de Río 
Negro  a  través  de  una  partida  que  será  prevista  en  cada 
Presupuesto Anual de Gastos y Recursos. Los que resulten de 
eventuales pericias de “contraprueba” o descargo serán a cargo 
del funcionario involucrado.

Artículo 8°.- La presente Ley deberá ser reglamentada por el 
Poder Ejecutivo dentro de los sesenta (60) días de su sanción.

Artículo 9°.- De forma.


